
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO JUAN CARLOS NATALE LÓPEZ, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM  

El suscrito, Juan Carlos Natale López, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México 
en la LXI legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la Constitución 
Política y II del artículo 55 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a afecto de 
robustecer el marco jurídico en materia de desarrollo de zonas metropolitanas, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El crecimiento de la actividad económica a escala mundial ha venido acompañado de un aumento de la proporción 
de la población que se asienta en zonas urbanas, en las que se concentran las actividades económicas más 
dinámicas. Los flujos migratorios internos y la misma dinámica económica han condicionado la conurbación de 
muchas ciudades, apareciendo las zonas metropolitanas. 

En México, las zonas metropolitanas han sido tratadas de manera parcial sobre todo desde el ámbito local; sin 
embargo, en los últimos cinco años, ha habido esfuerzos desde del orden federal por diseñar e implementar 
políticas públicas orientadas a promover el crecimiento y bienestar de ciertas regiones principalmente las que se 
encuentran en el centro del país. 

No obstante, estos núcleos poblacionales representan importantes retos en términos de congestión, crecimiento 
desordenado de los asentamientos humanos, surgimiento de cinturones de miseria y pérdida de calidad de vida 
asociada a una falta de previsión en la oferta de servicios, incluyendo el transporte. 

Sobre el diagnóstico que implica la atención de las 56 zonas metropolitanas identificadas y reconocidas por el 
Consejo Nacional de Población, la Secretaría de Desarrollo Social federal y el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía, destaca lo siguiente: 

• En las 56 zonas metropolitanas se concentran 58 millones de habitantes; 

• En 9 zonas se asientan 33.5 millones de personas; en 18, 9.7 millones; y en 29, 8.3 millones; 

• Las 56 zonas metropolitanas del país –sólo 6 son de carácter interestatal y 7 son fronterizos– se constituyen por 
345 municipios y 16 delegaciones, y en lo económico, éstas generan 75 por ciento del PIB; 

• En las últimas 2 décadas, 6 de cada 10 mexicanos pasaron a habitar en zonas urbanas, y 5 de cada 10 lo hacen 
actualmente en zonas metropolitanas. 

• Pese a que estos centros urbanos representan solamente 13 por ciento de los municipios de México, en ellos se 
generan las dos terceras partes de la basura del país; 

• En 27 de las 56 zonas metropolitanas no se dispone de agua potable respecto a lo requerido por la población, y 
que una cuarta parte de las familias asentadas en tales zonas viven en pobreza en sus tres vertientes: de 
alimentación, patrimonial y de capacidades además de la marginación urbana que esto conlleva; y 

• En 13 de esas 56 regiones metropolitanas se concentra la mitad del total de delitos que se cometen en el país. 

Lo anterior describe gran parte de las condiciones y problemáticas comunes que estas demarcaciones poblacionales 
presentan actualmente en su proceso de consolidación y que, por sí mismas, traspasan fronteras de su espacio 
territorial, y afectan su desarrollo hacia las demás regiones menos favorecidas. 



Los efectos del crecimiento económico y el desarrollo social para tales zonas no suelen ser inmediatos, como 
comúnmente se cree. Al respecto, el Banco Mundial señaló en el informe de 2002 que el proceso de desarrollo se 
origina primero por un mecanismo de concentración económica en zonas urbanas y posteriormente por otro similar 
al de las condiciones de otras zonas; en este sentido, las zonas metropolitanas articulan toda una red de ciudades 
pequeñas y medianas en su entorno y se posicionan como actores en la vida política, económica, social y cultural 
tanto en el orden nacional como internacional. 

De tal modo, para lograr los beneficios de concentración económica y lograr la convergencia social requerida, se 
necesitan acciones destinadas para una plena integración económica y social que posibilite la creación y 
preservación de la infraestructura física y social así como de acciones encaminadas al cuidado y protección del 
ambiente y recursos naturales tanto en el orden municipal y de los estados como de los sectores social y privado 
involucrados. 

Para ello es necesario que desde las facultades y competencias que otorgan las disposiciones jurídicas relativas para 
cada uno de los diversos órdenes de gobierno, así como para los sectores antes aludidos, se realicen procesos de 
planeación concurrente y de coordinación en aras de diseñar y ejecutar políticas públicas tendientes a generar 
modelos de desarrollo urbano metropolitanos sustentables que permitan darle viabilidad de largo plazo a la calidad 
de vida de sus habitantes. 

Antecedentes 

El Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2007-2012 señala que la planeación y gestión del desarrollo urbano, si bien 
es una atribución legal de los gobiernos municipales y estatales, requiere de un marco institucional federal fuerte, 
con elevada capacidad técnica y financiera para apoyar oportuna y eficazmente a los gobiernos locales. 

En particular, el documento señala que se necesita un marco institucional sólido para estructurar los centros de 
población y hacerlos más compactos, definir normas y lineamientos, y constituir un sistema de información y 
transferencia de buenas prácticas en red. Si bien el programa no refiere de manera específica la atención a las zonas 
metropolitanas, en el eje 3, “Igualdad de oportunidades”, se plantea fortalecer el marco institucional federal en 
materia de desarrollo urbano creando los instrumentos financieros, técnicos y normativos que requiere la 
problemática actual de nuestras ciudades. 

Una opción para propiciar la concurrencia es la existencia de incentivos económicos para la definición y ejecución 
de estudios, programas y proyectos. Así, en 2008 se creó el fondo concursable Programa Fondo Metropolitano, que 
tiene como antecedentes el Fondo Metropolitano del valle de México 2006 y 2007, y los apoyos para Guadalajara y 
Monterrey en 2007. 

Los objetivos del Fondo Metropolitano son impulsar la competitividad económica y las capacidades productivas; 
coadyuvar a su viabilidad y a mitigar la vulnerabilidad o riesgo por fenómenos naturales, ambientales y los 
propiciados por la dinámica demográfica y económica; e incentivar la consolidación urbana y el aprovechamiento 
óptimo de las ventajas competitivas de funcionamiento regional, urbano y económico del espacio territorial de las 
zonas metropolitanas. 

Gracias a este fondo se promueve la creación de Consejos para el Desarrollo Metropolitano, encargados de definir 
los objetivos, prioridades, políticas y estrategias para el desarrollo de cada zona metropolitana. Las reglas de 
operación no definen un monto máximo de apoyo, simplemente limitan el tipo de análisis costo-beneficio, 
considerando proyectos incluso superiores a los 150 millones de pesos. 

Los expertos en el tema están de acuerdo en que la principal problemática para la planeación en las zonas 
metropolitanas refiere al desigual poder económico y de negociación de sus integrantes. Asimismo, sugieren que la 
concentración de acciones deben enfocarse a: definir apoyos para convenir, controlar o adquirir reservas 
territoriales para su expansión, enfatizando la oferta de suelo para los pobres; a atender las necesidades de 



transporte masivo; y a ampliar la oferta de infraestructura y servicios públicos, así como a resolver los múltiples 
problemas ambientales críticos. 

Si bien una respuesta se encuentra en la revisión de los instrumentos, leyes y normas relacionadas con el tema, 
fórmulas como la asociación municipal y la creación de incentivos para la planeación conjunta, como con el Fondo 
Metropolitano, permiten facilitar la concurrencia y la planeación entre gobiernos para la realización de proyectos 
de infraestructura y programas de inversión productiva, sin embargo, la concurrencia y planeación deberá abordar 
en el corto plazo áreas y funciones de mayor alcance. 

Marco jurídico vigente y aplicable para las zonas metropolitanas  

Si bien es cierto que en México, igual que en otros países, se han venido acrecentando ciertos procesos de 
descentralización de responsabilidades hacia los gobiernos subnacionales, existe la premisa de que estos procesos 
de descentralización han seguido una ruta sinuosa y accidentada en la medida de que se han trasferido facultades y 
atribuciones a los gobiernos locales sin los recursos presupuestales suficientes para cumplir tales responsabilidades, 
a su vez de que, dichos procesos, han sido trazados por la vía de reformas jurídicas que establecen la concurrencia 
de facultades a través de leyes marco. 

A través de distintas reformas constitucionales y legales, se ha tratado de impulsar una mayor concurrencia y 
coordinación entre los tres órdenes gobierno en ciertas materias. No obstante, por lo que se refiere a la materia de 
zonas metropolitanas, sentimos que sigue siendo forzado e incompleto el tratamiento normativo que se le ha venido 
dando en virtud de que no existe hasta la fecha una ley general que, en términos claros y precisos, defina a las 
zonas metropolitanas de manera sistémica y que considere los lineamientos y requisitos mínimos para la 
constitución de territorios poblacionales y de gobiernos entorno a zonas metropolitanas a efecto de que éstas 
cuenten con los beneficios que ya algunos programas y fondos le provee para el diseño y aplicación de proyectos y 
programas en diversos rubros. 

Además, últimamente se han abordado de manera equivocada en diversos foros las zonas metropolitanas como 
sinónimo de desorden y crecimiento poblacional desmedido en donde los riesgos y amenazas son mayores que 
cualquier acción de intervención del gobierno, sin embargo, realmente estos aspectos son el resultado de una falta 
de coordinación eficaz y de la escasa concurrencia normativa que deriva en defectuosos y limitados lineamientos 
de planeación y ejecución de políticas por parte de los gobiernos involucrados. 

Prevalece un marcado desinterés de los sectores social y privado por intervenir en los proyectos y programas 
gubernamentales en atención a las zonas metropolitanas producto de la falta de mecanismos de fomento, 
promoción y apoyo que incentive la participación de estos sectores en la planeación, ejecución y evaluación de los 
proyectos y programas. 

Las bases jurídicas de primer orden que dan pauta al desarrollo metropolitano, parten de los artículos 27, párrafo 
tercero; 73, fracción XXIX-C; 115, fracciones III, V, incisos a) y c), y VI; y 122, Apartado G, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin embargo, reiteramos que estas bases constitucionales mantienen 
vacíos e insuficiencias jurídicas respecto a la atención y planeación integral de las zonas metropolitanas al no 
existir una normativa secundaria que prescriba de manera explícita las funciones, facultades, competencias, 
atribuciones y alcances de la federación, las entidades federativas y municipios para con el desarrollo 
metropolitano, como enseguida exponemos: 

El artículo 115 constitucional señala que las facultades en términos de planeación del desarrollo urbano 
corresponden al municipio, la Constitución también considera la concurrencia cuando el espacio urbano se 
corresponde con más de dos unidades políticas (municipio o delegación política para el Distrito Federal). 

De ese modo, la Constitución delega una gran responsabilidad al orden municipal a pesar de que entre éstos 
últimos existe una gran disparidad tanto en sus capacidades facultativas como presupuestales en los estados porque 



no hay en la mayoría de los estados legislación alguna que prevea la coordinación y la concurrencia entre estos y 
los municipios, principalmente, en lo concerniente a la regulación de la suscripción de convenios. 

En el país son contados los casos de gobiernos estatales que cuentan con una Ley de Desarrollo Metropolitano, 
sólo Zacatecas y el Distrito Federal cuentan con una ley en la materia. El caso del estado de México es muy 
peculiar: posee sólo una secretaría de desarrollo metropolitano prevista en su Ley Orgánica de la Administración 
Pública; sin embargo, no cuenta con una ley propia diferenciada de la de asentamientos humanos al igual que el 
resto de los estados del país. 

Ahora bien, resulta paradójico que si el mismo artículo 115 en la fracción V, inciso c), menciona que los planes de 
desarrollo urbano municipales y regionales deben estar en concordancia con los planes generales, hasta la fecha en 
lo que va de la presente administración, no ha sido publicado el Plan Nacional de Desarrollo Urbano. No obstante, 
el gobierno federal se ha guiado a través de los objetivos establecidos en el PND, reportando algunos avances en 
sus respectivos informes de gobierno. 

Si conforme a lo preceptuado en el artículo 73, fracción XXIX-C, constitucional, que faculta al Congreso de la 
Unión para dictar leyes generales que distribuyan las competencias en caso de concurrencia como es el caso de los 
asentamientos humanos, cuando se trata de las zonas metropolitanas, la propia Constitución no las prescribe 
explícitamente y la Ley General de Asentamientos Humanos, reglamentaria de tal fracción, asume la figura de las 
zonas metropolitanas de manera insuficiente y sólo en términos generales de ordenación territorial de los centros 
poblacionales y de conurbación. 

Por ejemplo, el artículo 1 de la referida ley establece las bases para la concurrencia entre órdenes de gobierno 
respecto a las normas tendentes al ordenamiento del territorio de los asentamientos humanos, así como también 
señala las bases para establecer las reservas en materia de territorio y de la participación social en la materia. 

El artículo 2 de la misma ley define escuetamente zona metropolitana como “el espacio territorial de influencia 
dominante de un centro de población”. 

El artículo 12 establece todo el procedimiento para emitir una declaratoria de conurbación; y lo concerniente a la 
constitución de una comisión de conurbación integrada por autoridades de los tres órdenes de gobierno que será la 
encargada de delimitar la zona conurbada para diseñar y ejecutar el programa de ordenamiento respectivo. 

La Ley General de Asentamientos Humanos, aunque no funge como una norma restrictiva sino más bien 
enunciativa, presenta insuficiencias y vacíos en la medida en que el mismo ordenamiento refiere que el 
ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y el desarrollo urbano de los centros de población tenderán 
a mejorar el nivel y la calidad de vida de la población urbana y rural mediante diversas acciones y objetivos, entre 
los que destaca el concerniente a la descongestión de las zonas metropolitanas, aspecto que a simple vista parece 
un precepto mal enfocado al inhibir la concentración de núcleos poblacionales cuando es ya una realidad que no 
podemos desatender ni prorrogar aun más, pues éstas requieren todo nuestro esfuerzo para dar un mejor cauce a la 
ordenación territorial y viabilidad a la calidad de vida de todos sus habitantes. 

En la Cámara de Diputados se han venido evaluando algunas propuestas para fortalecer el marco jurídico sobre la 
naturaleza, oportunidades y alcances de las zonas metropolitanas, de las cuales, podemos mencionar la propuesta 
de la diputada María Guadalupe Morales Rubio, quien en 2004 propuso adicionar el artículo 115 constitucional 
para prever la creación y delimitación territorial de áreas y regiones metropolitanas. 

En septiembre de 2006, el diputado Luis Gustavo Parra Noriega sometió una iniciativa de reforma constitucional 
con el propósito de establecer figuras asociativas de carácter metropolitano que permitan a las ciudades el diseño 
de planes de desarrollo conjuntos que a su vez sean espacios de diálogo permanente entre los sectores público, 
social y privado para establecer políticas comunes en diversas materias como seguridad pública, medio ambiente, 
transporte e infraestructura, con un alcance y visión para su desarrollo respecto a los fenómenos metropolitanos 
que se presentan en el país. 



En mayo de 2007, el diputado Édgar Torres Baltazar propuso la modificación de diversos ordenamientos para, 
entre otros aspectos, reconocer y elevar a rango constitucional la concurrencia metropolitana y la figura de “zona 
metropolitana”. 

En lo que va de la LXI Legislatura, el diputado José Manuel Agüero Tovar presentó en noviembre de 2009 una 
propuesta de reformas de la Constitución y de la Ley General de Asentamientos Humanos a efecto de establecer y 
definir explícitamente la figura de zona metropolita en dichos ordenamientos, manteniendo en el fondo, el 
propósito de establecer el reconocimiento pleno de tales zonas por los tres órdenes de gobierno en cuanto a su 
régimen interior. 

Más recientemente, desde principios de 2010, el Senado de la República y la Cámara de Diputados se han dado la 
tarea de realizar foros y reuniones de trabajo en el país para analizar la viabilidad de crear una ley de desarrollo 
metropolitano a fin de que entre los estados y los municipios se establezca mayor coordinación en la planeación y 
ejecución de políticas públicas en materia ambiental, de infraestructura y otras que coadyuven al crecimiento 
sustentable de la dinámica urbana. 

La Comisión de Desarrollo Metropolitano de la Cámara de Diputados ha venido trabajando para incentivar con 
mucha mayor profundidad la coordinación y planeación entre los gobiernos; asimismo, a inducir la delimitación y 
a promover la concurrencia entre ellos. 

La principal coincidencia que ha unido a legisladores y especialistas en la materia en 2010 se refiere a lo 
fragmentado que resultan los distintos normativos, particularmente la Ley General de Asentamientos Humanos, 
columna vertebral en algunas cosas respecto al tratamiento de las zonas metropolitanas. 

Por ello se ha dado un valioso paso en la intención de analizar la conveniencia de crear una sola ley que 
redireccione de manera integral, fácil y útil todo lo relacionado con el desarrollo metropolitano incluyendo los 
temas sobre gobernanza, coordinación intergubernamental, conectividad en telecomunicaciones y trasportes, 
seguridad pública, tratamiento de aguas residuales y demás servicios públicos como recolección y tratamiento de 
residuos, drenaje, alumbrado público, y todo lo que tiene que ver con proyectos de infraestructura y programas de 
desarrollo social y productivos sin excepción del cuidado y protección del patrimonio cultural e histórico que, en 
conjunto, engloban la sustentabilidad, la sostenibilidad del desarrollo, la competitividad y la posibilidad de que 
sean inscritas las zonas metropolitanas en la geopolítica regional del país. 

Contenido de la propuesta  

Para cumplir cabalmente la creación de una ley que uniforme los criterios generales de concurrencia y de 
coordinación para llevar a cabo eficazmente responsabilidades, funciones y acciones compartidas, deben de existir 
previamente los referentes primordiales desde el orden constitucional que posibilite y de certidumbre jurídica a la 
figura de zonas metropolitanas entre los órdenes y esferas institucionales de gobierno. 

En consecuencia, la propuesta objeto de la presente iniciativa, pretende establecer explícitamente la facultad del 
Congreso de la Unión para expedir leyes que establezcan las bases de concurrencia y coordinación entre los 
diversos órdenes de gobierno en materia de desarrollo de las zonas metropolitanas; asimismo, se propone 
robustecer la participación de los estados, municipios y el Distrito Federal en la integración de zonas 
metropolitanas con base a planes regionales que sean ejecutados técnicamente mediante la suscripción de 
convenios. 

Creemos que es el momento oportuno para regular el aprovechamiento de los núcleos o concentraciones 
poblacionales en el sentido de que es ineludible considerar a las zonas metropolitanas como una materia de 
competencia diferenciada del desarrollo urbano a fin de que sea posible vincular los aspectos de desarrollo 
regional, infraestructura, vivienda, transporte, movilidad, seguridad, medio ambiente, protección civil, entre otras 
cuestiones básicas para la planeación y gestión del desarrollo urbano en favor de sus habitantes. 



En atención del debate y del cúmulo de propuestas legislativas que se han sometido en la Cámara de Diputados, es 
pertinente proponer una reforma constitucional que realmente subsane y corrija las inadecuadas interpretaciones así 
como los vacíos e insuficiencias que la lógica centralista le ha venido imprimiendo a las zonas metropolitanas 
principalmente cuando resultan tan significativas cada vez que se discuten y aprueban los Presupuestos de Egresos 
de cada año, y más aun cuando primero se requiere dar a esta figura mayor definición y certidumbre jurídica a su 
naturaleza porque es una vertiente idónea para hacer más eficaces las relaciones intergubernamentales de 
coordinación y cooperación entre los gobiernos con base en el respeto pleno de los regímenes interiores por el 
Congreso, pues este poder está obligado a ser motor efectivo y trascendental en el crecimiento económico y el 
desarrollo político y social de las regiones del país. 

Por todo lo expuesto y fundado, se somete a consideración de esta soberanía, y para los efectos del artículo 56 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la siguiente 
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos  

Artículo Único. Se reforman el párrafo tercero del artículo 27, la fracción XXIX-C del artículo 73, las fracciones 
I y VI del artículo 115, la fracción VII del artículo 116 y el Apartado G del artículo 122 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:Artículo 27. ... 

... 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés 
público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de 
apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr 
el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural, urbana y 
zonas metropolitanas que la ley determine . En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los 
asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a 
efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de 
los centros de población; para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de los 
latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamentaria, la organización y explotación colectiva de los 
ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la 
ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción 
de los elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad 

I. a XXIX-B. ... 

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del gobierno federal, de los estados y de los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de asentamientos humanos y de desarrollo 
metropolitano en el territorio nacional, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del artículo 
27 de esta Constitución; 

Artículo 115. ... 

I. Cada municipio será gobernado por un ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un presidente 
municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución 
otorga al gobierno municipal se ejercerá por el ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad 
intermedia alguna entre éste y el gobierno del estado, con excepción de las entidades metropolitanas que con 
arreglo a las leyes locales tengan como finalidad establecer la planeación y prestación de servicios de manera 
conjunta. 



... 

... 

... 

... 

II. a V. ... 

VI. Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas 
formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, la federación, las entidades federativas, los municipios 
respectivos, en el ámbito de sus competencias, deberán planear y regular de manera conjunta y coordinada el 
desarrollo de dichos centros y asociarse bajo las figuras jurídicas correspondientes, con arreglo a las leyes 
federales y locales de la materia. 

VII. a X. ... 

Artículo 116. ... 

I. a VI. ... 

VII. La federación y los estados, en los términos de ley, deberán convenir la asunción por parte de éstos del 
ejercicio de sus funciones, la coordinación, ejecución y operación de obras y la prestación de servicios públicos, 
cuando el desarrollo urbano, económico y social lo haga necesario y así se solicite por el estado respectivo. 

Los estados deberán celebrar convenios con sus municipios, a efecto de que éstas asuman la prestación de los 
servicios o la atención de las funciones a las que se refiere el párrafo anterior, cuando los municipios así lo 
soliciten con arreglo a las leyes respectivas y así se solicite por el estado respectivo. 

Artículo 122. ... 

A. a C. ... 

Bases 1a. a 5a. ... 

D. a F. ... 

... 

G. Para la eficaz coordinación de las distintas jurisdicciones locales y municipales entre sí, y de éstas con la 
federación y el Distrito Federal en la planeación y ejecución de acciones en las zonas conurbadas limítrofes con el 
Distrito Federal, de acuerdo con el artículo 115, fracción VI, de esta Constitución, en materia de asentamientos 
humanos, planeación y ordenación del territorio; desarrollo económico y social; protección al ambiente, 
preservación y restauración del equilibrio ecológico, recolección, tratamiento y disposición de desechos sólidos; 
transporte y vialidad; agua potable y drenaje; y seguridad pública, sus respectivos gobiernos deberán suscribir 
convenios para la creación de las entidades metropolitanas correspondientes en materia de planeación y prestación 
de servicios públicos. 

En dichos convenios se determinará la forma de integración, estructura, atribuciones y las demás que determinen 
las partes; para la planeación, ejecución, desarrollo, operación y administración de la prestación de los servicios 
públicos. 



Las entidades serán constituidas por acuerdo conjunto de los participantes. En el instrumento de creación se 
determinará la forma de integración, estructura, competencias y funciones. 

... 

H. ... 

Transitorios 

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El titular del Ejecutivo federal dispone de noventa días, contados a partir del presente decreto, para 
realizar las modificaciones reglamentarias correspondientes. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión de los 
Estados Unidos Mexicanos, a 9 de diciembre de 2010. 

Diputado Juan Carlos Natale López (rúbrica) 
 


